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ASAMBLEA LEGISLATIVA: 

Los suscritas diputadas y diputados miembros de la COMISIÓN ESPECIAL QUE SE 
ENCARGARÁ DE ANALIZAR, ESTUDIAR PROPONER Y DICTAMINAR LAS REFORMAS 

LEGALES CON RESPECTO AL DESARROLLO DE LA INFRAESTRUCTURA EN EL PAÍS. 
EXPEDIENTE N.° 20.993, rendimos el presente DICTAMEN AFIRMATIVO UNÁNIME sobre el 
proyecto de ley, REFORMA DEL ARTÍCULO 6 DE LA LEY DE SIMPLIFICACIÓN Y 

EFICIENCIA TRIBUTARIAS, LEY N. º 8114 DEL 04 DE JULIO DEL 2001, Y SUS REFORMAS,  
Tramitado bajo el expediente 22 572, iniciativa de la diputada Aida María Montiel Héctor, 
presentado el 1 de julio  de 2021 y publicado en La Gaceta número 150 del 6 de agosto de 

2021, con fundamento en las siguientes consideraciones: 

 

1. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY: 

La presente iniciativa tiene como objeto, reformar la Ley de Simplificación y Eficiencia 
Tributarias, para que los informes técnicos que realice el Laboratorio Nacional de Materiales y 

Modelos Estructurales (LANAMME) sean vinculantes para las respectivas instituciones y que 
además pueda atender y fiscalizar la red vial cantonal.  

2. TRÁMITE LEGISLATIVO DEL PROYECTO DE LEY 

Esta iniciativa legislativa fue presentada el 1 de julio de 2021 por la diputada Aida María Montiel 

Héctor, y asignada a la COMISIÓN  ESPECIAL QUE SE ENCARGARÁ DE ANALIZAR, 
ESTUDIAR PROPONER Y DICTAMINAR LAS REFORMAS LEGALES CON RESPECTO AL 
DESARROLLO DE LA INFRAESTRUCTURA EN EL PAÍS,  donde ingresó al orden del día el 

12 de agosto de 2021. 
 
3. CONSULTAS 

El proyecto de ley en discusión fue consultado con las siguientes instituciones: 

Ministerio de Obras Públicas y Transportes 
Ministerio de Hacienda 
Universidad de Costa Rica 

LANAMME – UCR 
Consejo Nacional de Viabilidad 
Contraloría General de la República 

Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos 
Instituto Tecnológico de Costa Rica 
Universidad Nacional 

Universidad Técnica Nacional 
UNED 
Todas las municipalidades del país. 

 
4. CRITERIOS RELEVANTES 
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Dentro del proceso consultivo, varias instituciones emitieron su criterio en relación con 
el proyecto de ley en estudio, dentro de las cuales podemos destacar y reseñar las 
siguientes 

 
a) MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES 

 
El MOPT mediante oficio DM- 2021 - 1198 del 21 de octubre de 2021 señala ‘’que el citado 

proyecto de ley versa sobre la reforma al artículo 6 de la Ley No. 8114 Ley de Simplificación 
y Eficiencia Tributaria, que refiere a la fiscalización para garantizar la calidad de la red vial 
nacional y cantonal, estableciendo que, a efectos de lograr la eficiencia de la inversión pública 

en material vial, le corresponderá a la Universidad de Costa Rica, a través del Laboratorio 
Nacional de Materiales y Modelos Estructurales (Lanamme UCR), informar al Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes, así como a las demás entidades públicas relacionadas con la 

gestión de la red vial nacional y cantonal, el resultado de las auditorías técnicas realizadas a 
proyectos en ejecución y de las evaluaciones efectuada a la red vial nacional pavimentada, 
las carreteras y los puentes en concesión. En ese sentido, se instituye que las disposiciones 

resultantes de las citadas auditorías deberán ser de acatamiento obligatorio por parte del 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes y el Consejo Nacional de Vialidad, entre otros. 

 

Es importante señalar que, la exposición de motivos hace mención a la existencia de 
eventuales fallas, incongruencias y omisiones administrativas en la gestión de proyectos de 

infraestructura vial que repercuten la calidad de las obras y en los costos finales que debe 
sufragar el Estado, para lo cual se utiliza como referencias las recientes denuncias 
relacionadas con el denominado “Caso Cochinilla”. En virtud de lo anterior, se achacan 

lagunas u omisiones por falta de obligatoriedad de la Administración respecto de los informes 
o auditorías técnicas que realiza el Laboratorio Nacional de Materiales y Modelos 
Estructurales de la Universidad de Costa Rica (LANAMME). 

 

De igual manera, se indica que el Laboratorio Nacional de Materiales y Modelos Estructurales 
(LanammeUCR) es una entidad académica adscrita a la Escuela de Ingeniería Civil de la 
Universidad de Costa Rica; tiene como marco legal -entre otras- la Ley No. 8114 y sus 

reformas, siendo que, se le otorga a la Universidad de Costa Rica- ente externo de control- a 
través del citado Laboratorio la competencia fiscalizadora de la red vial nacional, 
estableciéndose las labores que Lanamme debe realizar a efectos de garantizar la calidad de 

la red vial y que los recursos públicos se inviertan en dicha red de manera eficiente. 
 

Cabe señalar que la Administración Central está compuesta por órganos constitucionales, 
dentro de los cuales el Ministerio de Obras Públicas y Transportes figura como un órgano 
constitucional como parte del Poder Ejecutivo; por su parte, la Universidad de Costa Rica 

corresponde a la Administración Pública Descentralizada, siendo una institución autónoma de 
creación también constitucional, cuyo régimen de protección se encuentra reforzado frente a 
las variaciones del legislador, por lo que sus competencias no pueden ser suprimidas, 

aumentadas, disminuidas o modificadas. 
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Tal y como se indicó supra, el Laboratorio Nacional de Materiales y Modelos Estructurales 

(Lanamme) corresponde a una entidad cuya función es fiscalizar, no así la administración y 
ejecución de proyectos de obra, sin embargo, se le pretende otorgar el carácter de órgano 
emisor de criterios vinculantes, aspecto que puede generar roces de carácter constitucional 

y disconformidades entre este Ministerio de Obras Públicas y Transportes, quien funge como 
administración activa en materia de obra pública, y el Lanamme, siendo que éste último forma 
parte de un ente público menor (Universidad de Costa Rica) que goza de autonomía 
administrativa, política y organizativa. 

 

Sobre el proyecto que nos ocupa, se adjunta al presente oficio las observaciones de forma 
puntal emitidas por el Ing. Tomás Figueroa Malavassi, Viceministro de Infraestructura, cuyas 
consideraciones refirieren a, consolidar una postura institucional, y consultar la posición del 

proyecto de ley en mención al Consejo Nacional de Vialidad, por tener dicho Consejo 
afectación directa sobre sus competencias. 

 

En lo que atañe al Viceministerio de Infraestructura, considera imprescindible que la 

reforma propuesta contemple un procedimiento a través del cual el Ministerio o la Institución 
encargada del proyecto de infraestructura que esté auditando el Lanamme pueda -de 
estimarlo oportuno- externar su posición, a efectos de presentar elementos técnicos que 

se deban tomar en consideración, siendo que mantener una única posición del órgano 
fiscalizador, podría resultar riesgoso. Aspecto ejemplificado con la legislación en materia 
de control interno. Aunado a lo anterior, estima pertinente que la propuesta de proyecto de 

ley incorpore un articulado que contemple criterios de responsabilidad respecto de los 
criterios técnicos que emita Lanamme. 
 

De la audiencia otorgada por esta Dirección al Consejo Nacional de Vialidad, cabe indicar 
que a través de correo electrónico de fecha 19 de octubre de 2021, el señor Marlon Barrelier 

Pérez, de la Dirección Ejecutiva del Consejo Nacional de Vialidad, remitió copia del oficio No. 
DIE-12-21-1020 (No. 43) del 19 de octubre de 2021, que fue enviado por ese Consejo a la 
Asamblea Legislativa en torno al Proyecto de Ley No. 22.572. Es así como, se adjuntan al 

presente oficio, las observaciones de forma puntual emitidas por la Dirección Ejecutiva del 
Consejo Nacional de Vialidad a la Asamblea Legislativa mediante el oficio No. DIE-12-211020 
(No.43), además de los oficios No. UE-DRA-RN32- 001-2021-1810 (688 del 15 de octubre de 

2021, emitido por la Unidad Ejecutora de la Ruta 32, y No. UESR-02-2021-2021-767 (686) del 
11 de octubre de 2021, emitido por la Unidad Ejecutora Corredor Vial San José-San Ramón. 

 

Sobre el particular, del oficio DIE-12-211020 (No.43) de la Dirección Ejecutiva del Consejo 
Nacional de Vialidad, se infiere-ente otras- cosas- lo siguiente: 

 
“Tal y como se puede apreciar existen situaciones que provocan el rompimiento del orden 
constitucional, ya que al incorporar al LanammeUCR como órgano emisor de criterios 
vinculantes, se crearía una disparidad entre la administración activa encargada de obra 

pública y una entidad que forma parte de un ente con gran autonomía administrativa, se 
correría el riesgo, tal y como lo manifiestan los criterios técnicos aportados, de padecer de 
problemas en cuanto a la ejecución de proyectos, establecimiento de prioridades, y de 

responsabilidad entre otros. Es así como nos encontramos con que no es suficiente entronizar 
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la posibilidad de la institución para no solo, fiscalizar obra pública, sino que se le adjunta la 

posibilidad de generar lineamientos de obra pública operacionales, alejados de la realidad 
económica, fiscal y operativa del país, por lo que se considera que se debe generar todo un 
marco jurídico que le de sustentabilidad y factibilidad a dicha incorporación. Tratar de resolver 

un tema tan complejo como el combate de la corrupción remitiendo dicha solución a un solo 
ente por su aparente excelencia como una unidad académica de investigación, no debería 
ser el único sustento técnico, administrativo y económico que prevalezca en la toma de una 
decisión tan trascendental para la obra pública de Costa Rica.” 

 

Del oficio No. UE-DRA-RN32-001-2021-1810 (688) emitido por la Unidad Ejecutora de la Ruta 

32, cabe recalcar las siguientes observaciones: 
 
“El objetivo de esta Unidad Ejecutora al realizar las anteriores observaciones y recomendaciones 

respecto del proyecto de ley es garantizar que desde la planificación, diseño y ejecución de los proyectos 

emitido un informe favorable al respecto. Esta Unidad Ejecutora es consciente de la 
responsabilidad de los funcionarios públicos en cuanto a la ejecución de recursos públicos y 
respecto de la recepción de proyectos cuyo objeto contractual debe estar plenamente 

ejecutado; motivo por el cual debe permitirse a la Administración activa objetar técnica o 
legalmente lo dispuesto en los informes de auditoría emitidos por LANAMME cuanto existan 
motivos debidamente fundamentados para ello y de ahí, la consecuente obligación de dicho 

Laboratorio de manifestarse sobre dichas manifestaciones. En igual sentido, debe 
corresponder a LANAMME asumir las consecuencias negativas que, por el cumplimiento 
obligatorio de sus disposiciones, se produzcan en los proyectos de obra pública en los que 

intervino…” 
 

Bajo ese contexto, la Unidad Ejecutora emitió varias propuestas de modificación respecto del 
articulado del proyecto de ley, y remitió un listado con una muestra de proyectos bajo 
competencia de esa Unidad, a los cuales Lanamme ha realizado observaciones, se han 

objetado y el resultado de las mismas. 
 

Así también, del oficio No. UESR-02-2021-767 (686) emitido por la Unidad Ejecutora 
Corredor Vial San José-San Ramón, cabe resaltar que esa Unidad expuso respecto de a la 

reforma del artículo 6, lo siguiente: 
 
“1- Es criterio de esta Unidad, que antes de plantear el proyecto de ley, primero se debe 
dimensionar el problema, analizar y establecer las causas, determinar sus consecuencias y 
posibles soluciones. 

 

2- Debe realizarse una evaluación constructiva de los resultados emitidos por el 
LanammeUCR, de las labores asignadas mediante la Ley No. 8114, que dificultades ha 
tenido, cuáles han sido sus limitaciones y lecciones aprendidas, con el f in de implementar las 

mejoras pertinentes. 
 

3-Debe analizarse si ha sido realista y eficaz, pedirle al LanammeUCR, el grado de detalle 
indicado en la Ley No. 8114. 
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4-Es muy importante cuestionarse, si es humana y materialmente posible para al Lanamme, 

realizar todas las tareas asignadas en la ley No. 8114 y ahora en la reforma propuesta al 
artículo 6. Considerando la estructura y recursos humanos del LanammeUCR, la cantidad y 
complejidad de estas tareas, además de sus labores propias de investigación académica, 

cabe preguntarse: ¿cuál sería la probabilidad de cometer errores, que podrían tener graves 
consecuencias, a nivel de costos para el país?, por citar un ejemplo. 

 

5- Cabe también preguntarse, ¿Es posible para el LanammeUCR, garantizar la calidad de la 
Red Vial Nacional, en un medio consumido por la corrupción? 

6- Es criterio de esta Unidad, que se confunden las cosas, el LanammeUCR no puede, ni debe 
resolver un problema de corrupción a nivel país, aparentemente muy extendido, se debe 
determinar primero hasta donde ha llegado la corrupción, su tipología, y analizar cómo se 

debe tratar y erradicar ésta, como acción delictiva que en realidad es. 
 

Por otro lado, lamentablemente, el mismo LanammeUCR, ha sufrido a nivel interno, 
problemas de corrupción, que ha tenido que resolver por las vías legales-administrativas. 

 

7-Es criterio de esta Unidad, que la dimensión del problema es demasiado grande, como para 

que sea asumida por una sola entidad, existe el riesgo inherente de sobrecarga de funciones 
y posibles errores consecuentes. 

 

8- Es trascendental preguntarse, ¿Si el LanammeUCR, involuntariamente se equivoca, lo van 

a sancionar?, ¿Con qué tipo de sanción?, ¿Habría justicia en tal sanción?, ¿Qué pasaría si 
el LanammeUCR no tuviera la razón en algún tema?, ¿Asumiría la entidad la responsabilidad 
por la aplicación equivocada de un criterio vinculante? 

 

9- Debe definirse que significa la obligatoriedad de atender el criterio de LanammeUCR, esto 
en función del alcance y limitaciones de los hallazgos y criterios técnicos del LanammeUCR, 
para resolver un determinado problema de ingeniería. 

 

10- La intervención del LanammeUCR sería más productiva, si se tratara de una colaboración 
técnica directa a las dependencias del MOPT y CONAVI, a cargo de proyectos viales que sí 
lo soliciten, el asesoramiento a los jerarcas de ambas instituciones deber ser más bien de tipo 
global-estratégico. Para lo cual se podría ampliar el inciso g de la ley actual, a fin de que se 

incluya a todas las dependencias técnicas del MOPT y sus Consejos, que ejecuten proyectos 
(es decir no limitarlo únicamente a los jerarcas). 

 

11- La redacción actual del texto de la ley, se puede interpretar como una coadministración 

de los proyectos, no queda claro cuál sería la responsabilidad del LanammeUCR, sobre el 
resultado de aplicación del criterio vinculante y su respectivo alcance. 

 

12- Antes de aplicar una reforma de este tipo, es importante considerar el caso de contratos 

en ejecución, ¿Cómo se pude armonizar la obligatoriedad de que los informes sean 
vinculantes, cuando ya hay un contrato en ejecución que no lo ha establecido de esta 
manera? 
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13- La Administración y e LanammeUCR, deben ponerse de acuerdo en los objetivos y 

alcances de un posible convenio de cooperación técnica entre ambas entidades, de acuerdo 
con la magnitud del problema, y las capacidades del LanammeUCR para atenderlo debida y 
oportunamente. 

 

14- Podría darse el caso de que los requerimientos vinculantes del LanammeUCR, no fueran 

de aplicación práctica, por lo que debe valorarse el riesgo de la obligatoriedad de dichos 
requerimientos, con especial atención a la factibilidad técnica real, de resolver el problema 
que se esté presentando, y a la disponibilidad de fondos para atenderlo…  

 

15- Es criterio de esta Unidad, que no es suficiente con hacer vinculantes los informes y 

auditorías del LanammeUCR, sino que también es importante robustecer toda la 
infraestructura técnica de instituciones como el MOPT, el CONAVI y sus Órganos, 
Municipalidades, etc, como por ejemplo los laboratorios técnicos, oficinas de Planificación y 

Desarrollo, oficina de Tecnologías de Información (TI), a fin de que exista un acompañamiento 
técnico real durante todas la fases del ciclo de vida de un proyecto y la formulación del mismo. 

 

16- Es también criterio de esta Unidad, que los proyectos son abordados, tanto desde la 

perspectiva global, como de sus respectivos componentes, de tal manera que las diferentes 
necesidades del país, sean atendidas de forma integral, partiendo de la red vial analizada 
como un conjunto, con las proyecciones y modelaciones, que recomiendan las mejores 

prácticas internacionales en la materia. 
 

17- Es muy importante para esta Unidad, que se amplíe el inciso g) del artículo 6 de la Ley No. 
8114, a fin de que adicionalmente a las concesiones, sean incluidas figuras tales como los 
Fideicomisos, Asociaciones Público-Privadas, y cualquier otra figura de desarrollo de obras 

públicas de proyectos.” 
 

Por otra parte, se adjunta al presente oficio las observaciones de forma puntal emitidas por 

el Ing. Ariel Vega León, Director de la División de Obras Públicas, cuyas consideraciones son:  
 
“…la División de Obras Públicas considera de importancia el realizar una adecuado análisis 

y valoración de los Informes, criterios o hallazgos de señale el LanammeUCR, en relación a 
la calidad de las obras en proyectos de infraestructura vial que se ejecuten a nivel nacional, 
sin embargo, en vista de las responsabilidades y eventuales conflictos de puedan surgir entre 

Contratista, Administración y LanammeUCR, se considera pertinente realizar un ajuste al 
proyecto de Ley, en donde la Administración se encuentre en la obligación de considerar los 
consignado en dichos informes, pero se brinde oportunidad para justificar técnicamente ante 

el jerarca de la institución su no acogimiento, en vista que se pueden presentar casos de error 
técnico y las eventuales consecuencias económicas hacia la Administración activa que esto 
conlleve…” 

En ese sentido, la División estima que los informes de LanammeUCR sean de consideración 
obligatoria por parte de la Administración, quedando obligada a analizar los mismos, no 
obstante, en caso de apartarse de alguno de sus hallazgos, quedaría obligada a emitir un 
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informe al Jerarca Institucional, con la debida motivación y justificación técnica, a efectos de 

no acoger lo dispuesto por dicho Laboratorio. 
 

Aunado a lo anterior, la División de Obras Públicas de este Ministerio destaca que el proyecto 

de ley en mención, carece de la asignación de responsabilidades al Laboratorio Nacional de 
Materiales y Modelos Estructurales (LanammeUCR), sobre eventuales errores de criterio 
técnico que emita en sus informes, aspecto que repercutiría económicamente en la ejecución 

de proyectos o en los contratistas. De igual manera, manifiesta que debe valorarse si se le 
están dando al LanammeUCR potestades semejantes a la Administración específicamente 
en la coadministración de proyectos, al pretender que sus criterios sean de acatamiento 

obligatorio, ello por cuanto dicha entidad no conoce el día a día de los proyectos. 
 

Además, destaca la necesidad de reforzar la función de “Asesoramiento técnico al jerarca 
superior de la Dirección de Vialidad del MOPT, así como al ministro y viceministro del sector”, 

ya que en ocasiones se ha requerido un criterio técnico por parte del Lanamme – con carácter 
de urgencia- pero se ha dificultado el acceso a lo requerido, aspecto ejemplificado con el 
proyecto Bajos de Chilamate-Vuelta de Kooper, en donde se condicionó el uso parte de la 

Administración, del Informe de Resultados de LanammeUCR. Asimismo, estima oportuno que 
el proyecto considere que los Informes de LanammeUCR se emitan de forma oportuna, en 
tiempo y forma, durante la ejecución de los proyectos fiscalizados, ya que en ocasiones 

dichos informes son emitidos una vez que el proyecto ha finalizado, aspecto que imposibilita 
a la Ingeniería del proyecto tomar las medidas preventivas o correctivas, sin que ello afecte 
otras obras recibidas a satisfacción, aspecto ejemplificado con un Informe sobre eventuales 

incumplimientos de base granular, el cual no puede ser emitido una vez colocada la carpeta, 
situación que conllevaría a remover y desechar material, o eventuales demandas de 
contratistas por sobrecostos y daños. 

 

En razón de lo expuesto, resulta menester tomar en consideración las observaciones 

externadas a través de los informes técnicos emitidos por el Despacho del Viceministro de 
Infraestructura, la División de Obras Públicas, y la Dirección Ejecutiva del Consejo Nacional 
de Vialidad, entre las cuales se destaca, la necesidad de un análisis más riguroso, en cuanto 

a estructura interna, capacidades y competencias del Laboratorio Nacional de Materiales y 
Modelos Estructurales (Lanamme); la necesidad de una participación más activa por parte de 
Lanamme y reforzar la función de asesoramiento técnico; que la reforma propuesta en cuanto 

a los informes que emita dicha entidad no sean de acatamiento obligatorio sino de 
consideración obligatoria por parte de la Administración, con el propósito de que la 
Administración pueda objetar y apartarse -de considerarlo oportuno- de 

eventuales hallazgos, esto a través de un informe dirigido al Jerarca Ministerial con la 
motivación y justificación técnica correspondiente o se plantee un procedimiento al efecto; 
que se establezcan criterios de responsabilidades al Lanamme respecto de los criterios  

técnicos que emite; además, que debe valorarse si con la aplicación de la reforma se le 
estarían dando al Lanamme potestades semejantes a la Administración en la 
coadministración de proyectos, dado que la propuesta pretende que los criterios emitidos 

sean de acatamiento obligatorio. 
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De igual manera, se destaca la importante de que dicha propuesta considere que los informes 

de Lanamme sean emitidos de forma oportuna, en tiempo y forma, a efectos de que los 
informes se formulen durante la ejecución de los proyectos y previo al vencimiento del plazo 
de ejecución, con el objetivo de que se puedan tomar las medidas preventivas o correctivas 

convenientes, y evitar eventuales responsabilidades contractuales, tanto por parte de la 
Administración como de los contratistas. Conforme lo expuesto, se estima pertinente que para 
la reforma propuesta al citado artículo 6 de la Ley No. 8114, se valoren las apreciaciones 
legales y técnicas externadas, acotando que en la citada reforma establezca en el párrafo 

final, que las disposiciones finales de las auditoría técnicas realizadas por Lanamme resulten 
de consideración obligatoria por parte de la Administración y no de acatamiento obligatorio, 
siendo que, en caso de objeciones a dichos informes se emitan las justificaciones técnicas 

correspondientes, o se establezca un procedimiento específico de contradictorio; asimismo, 
se incorporen en el párrafo final en mención criterios de responsabilidad para Lanamme, 
respecto de los criterios técnicos que emita.” 

 
 

 
 

 
b) CONSEJO NACIONAL DE VIABILIDAD 
 

 

En el oficio DIE-12-21-1020 del 19 de octubre de 2021 el CONAVI, se refirió al proyecto en 
estudio, en los siguientes términos. 
“Al respecto seguimos sosteniendo lo indicado en el oficio DIE-12-21-1020 del 19 de octubre 
de 2021, en lo que respecta a los elementos técnicos operativos promulgados por las 

diferentes unidades ejecutoras institucionales en el sentido amplio. 
 

Asímismo seguimos insistiendo, especialmente en lo que respecta al último párrafo del 
artículo a reformar, que se puede apreciar existen situaciones que provocan el rompimiento 
del orden constitucional, ya que al incorporar al LanammeUCR como órgano emisor de 

criterios vinculantes, se crearía una disparidad entre la administración activa encargada de 
obra pública de rango constitucional, como es el caso del Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes y las Municipalidades, y una entidad (Lanamme) que forma parte de un ente, 

que si bien posee gran autonomía administrativa, no puede ni debe tener alcance de 
vinculación absoluta ya que se correría el riesgo, tal y como lo manifiestan los criterios 
técnicos señalados, de padecer de problemas en cuanto a la ejecución de proyectos, 

establecimiento de prioridades, y de responsabilidades entre otros. 

 
Es así como nos encontramos con que no es suficiente entronizar la posibilidad de la 
institución adjunta y de carácter meramente auditor (administración pasiva), para no solo, 
fiscalizar obra pública, sino que se le adjunta la posibilidad de generar lineamientos de obra 

pública operacionales, alejados de la realidad económica, fiscal y operativa del país, 
brindándole a dicho laboratorio un rango 
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constitucional que no posee y que demanda generar todo un marco jurídico que le de 

sustentabilidad y factibilidad a dicha incorporación. 

 
Tratar de resolver un tema tan complejo como el combate de la corrupción, como se apuntó 
en el oficio supra, remitiendo dicha solución a un solo ente por su aparente excelencia como 

una unidad académica de investigación, no debería ser el único sustento técnico, 
administrativo y económico que prevalezca en la toma de una decisión tan trascendental para 
la obra pública en Costa Rica. 

Al respecto sé procedió a solicitar criterio experto a las diferentes unidades ejecutoras de la 
institución dentro de los cuales la Gerencia de Contratación de Vías y Puentes señalo lo 
siguiente: 
 

“… "Para el cumplimento de las tareas consignadas en este artículo, la Universidad 
de Costa Rica podrá celebrar convenios con el Consejo Nacional de Vialidad 

(Conavi) y las municipalidades del país, así como con las demás entidades públicas 
relacionadas con la gestión de la red vial nacional y cantonal, las carreteras y 
los puentes, así como las vías (incluye carretera, marginales, pasos elevados o 

inferiores y puentes) en concesión. Asimismo, la Administración deberá brindar, en 
el plazo de ley, toda la información y documentación que le sea solicitada por parte 
del Lanamme, para que éste realice las tareas que le fueron encomendadas. 

 
El Lanamme informará al Ministerio de Obras Públicas y Transportes, así como a las 
demás entidades públicas relacionadas con la gestión de la red vial nacional y 

cantonal, el resultado final de las auditorías técnicas realizadas a proyectos en 
ejecución y de las evaluaciones efectuadas a la red vial nacional pavimentada, las 
carreteras y los puentes, así como las vías (incluye carretera, marginales, pasos 

elevados o inferiores y puentes) concesión. Asimismo, informará para lo que en 
derecho corresponda, a la Asamblea Legislativa, a la Contraloría General de la 
República y a la Defensoría de los Habitantes. 

 
Las disposiciones resultantes de las auditorías técnicas señaladas en el párrafo 
anterior deberán ser acatadas por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, 

Consejo Nacionalidad de Viabilidad, así como por las demás entidades públicas 
relacionadas con la gestión de la red vial nacional y cantonal, en la ejecución de 
obras. En caso de incumplimiento, el Lanamme remitirá el asunto a las auditorías 

internas correspondientes y a la Contraloría General de la República para que, de 
conformidad con el ordenamiento jurídico, en especial la Ley General de Control 
lnterno y la Ley Orgánica de la Contraloría 

 

General de la República, estas determinen las responsabilidades del funcionario o 
los funcionarios remisos, y las sanciones que deban ser aplicadas a tales 
funcionarios.” " 
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Ahora bien, como un comentario al margen, entre los aspectos más delicados está 

que Lanamme podrá tener la libertad de emitir criterios vinculantes, pero sin 
responsabilidad, porque su autonomía lo
 protege. mientras que la Administración deberá obedecer las 

recomendaciones del Laboratorio sin poder renunciar a una eventual 
responsabilidad penal. 

 
Y por otra parte, riñe o no con la Sala Constitucional esta ley?...” 

 

Por su parte la Gerencia de Construcción de Vías y Puentes refirió un correo que en lo que 
interesa se indica de seguido: 

 

“…De acuerdo al PMI la definición de proyecto es la siguiente: "Es un esfuerzo 

temporal que se realiza para llevar a cabo un producto, un servicio o un resultado 
único", el encasillar a todos los proyectos que tengan similitudes estaría 
transformando la ejecución de los mismos en un proceso. 

 
Para su elaboración, un proyecto debe de tener un fundamento base, como lo 
serían las especificaciones técnicas que se aplican a la mayoría de los proyectos, 

ejemplo de ello es el CR-2010, sin embargo, tratar de que los hallazgos de un 
proyecto en específico sean vinculantes a todos los proyectos parecidos me parece 
que ya está atentando contra su unicidad. 

 

Puede darse el caso que lo que pudo funcionar en determinada situación, no 
funcione en otra de la misma forma. 

 

Si tal es la necesidad de uniformidad, el LanammeUCR, mediante el decreto No. 
37016- MOPT debe de realizar actualizaciones a los manuales técnicos con los que 

se basan la ejecución de los proyectos. Debe de ser ahí, en estos manuales, en los 
que se demuestre que los hallazgos de un proyecto en específico pueden servir 
para todos y que no sea solo una situación particular que atañe a determinada 

situación. 
 

Esta es la vía, …, me parece se debería seguir y no tratar de dar una receta a todos 

Así mismo el mayor problema que cuenta la Administración es que no se cuenta 

con un laboratorio propio si el LanammeUCR fuera la verificadora de la 
Administración, esta situación se resolvería por completo, al deber de acatar lo que 
indica nuestro laboratorio para verificar lo que las empresas constructoras 

ejecutan.” 

 
Por su parte la Unidad Ejecutora Ruta 32, emitió el oficio N° UE-DRA-R32-01-2021-1810, 

de fecha 15 de octubre de 2021; y la Unidad Ejecutora San José-San Ramón el oficio UESR-
02-2021-767, del 11 de octubre de 2021, los cuales se adjuntan a esta respuesta. 
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Tal y como se puede apreciar existen situaciones que provocan el rompimiento del orden 

constitucional, ya que al incorporar al LanammeUCR como órgano emisor de criterios 
vinculantes, se crearía una disparidad entre la administración activa encargada de obra 
pública y una entidad que forma parte de un ente con gran autonomía administrativa, se 

correría el riesgo, tal y como lo manifiestan los criterios técnicos aportados, de padecer de 
problemas en cuanto a la ejecución de proyectos, establecimiento de prioridades, y de 
responsabilidades entre otros. 

 
Es así como nos encontramos con que no es suficiente entronizar la posibilidad de la 
institución para no solo, fiscalizar obra pública, sino que se le adjunta la posibilidad de 

generar lineamientos de obra pública operacionales, alejados de la realidad económica, 
fiscal y operativa del país, por lo que se considera que se debe generar todo un marco 
jurídico que le de sustentabilidad y factibilidad a dicha incorporación. 

 
Tratar de resolver un tema tan complejo como el combate de la corrupción remitiendo dicha 
solución a un solo ente por su aparente excelencia como una unidad académica de 
investigación, no debería ser el único sustento técnico, administrativo y económico que 

prevalezca en la toma de una decisión tan trascendental para la obra publica en Costa Rica
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c) COLEGIO FEDERADO DE INGENIEROS Y ARQUITECTOS 
 
El Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos en el oficio DE-1186-11-2021 del 

16 de noviembre de 2021 y señalan que establecer que al LANAMME le 
correspondan una serie de tareas entre ellas la auditoría en proyectoa en 
ejecución, de manera imperativa, podría eventualmenet constiyur una 

inconstitucionalidad. 
 

 

d) CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 
 

Dice la Contraloría en su oficio DFOE-CIU-0419 del 5 de noviembre de 2021: 

 
“Previo ahondar en el análisis del proyecto de ley, esta Contraloría General 

en reiteradas oportunidades, a través de sus informes de fiscalización, memorias 
anuales y diferentes productos ha alertado sobre la necesidad de evaluar la 
eficiencia, economía y necesidad de modificar el modelo de gestión implementado 

en el desarrollo de Infraestructura Vial, de manera que las intervenciones, tanto en 
obra nueva como en conservación vial, se asocien a las características de cada ruta 
de la Red Vial y a las necesidades de la población usuaria, especialmente en un 

momento donde los de avances tecnológicos pueden ser aprovechados como 
mecanismos de control que se establezcan, a manera de ejemplo, resulta 
fundamental el contar con un sistema de administración de carreteras y un 

laboratorio nacional. 
 

Sobre el particular, resulta imprescindible retomar lo indicado por esta 
Contraloría General mediante oficio DJ-1623-2021 del pasado 20 de octubre de 
20211, en el que nos referimos a la necesidad de introducir cambios en el modelo de 

gestión de infraestructura vial, es decir, la configuración de las instituciones que 
fueron creadas para efecto de ejecutar el desarrollo de la obra pública en el país, 
propiciando un aumento en el bienestar general de la población, aspecto que debe 

ser definido por parte de esa Asamblea Legislativa, para lo que necesariamente 
requiere sustentarse en un análisis integral del sistema. 

 

Lo anterior con la finalidad que, se implemente una política pública tomando 

como punto de partida esa visión integral, que permita tener claridad de las causas 
de la problemática que se está presentado en el desarrollo de la obra pública, dados 
los objetivos que se quieren alcanzar y las acciones que de manera instrumental así 

lo permitan, de esta manera se estará en capacidad de potenciar cambios que 
vengan a incidir positivamente en una mayor eficiencia en la gestión administrativa,  
de la administración de los recursos públicos e iniciar una transformación integral y 

orientada a una gestión por resultados de los mandatos constitucionales, así como 
de los principios de sana administración y buena gobernanza. 

 

Bajo esta inteligencia, no solo es fundamental las reformas que mejoren la 

capacidad de evaluar la calidad, desarrollo y desempeño de la infraestructura, 
fortaleciendo el ciclo de vida de los proyectos y recolectando información oportuna 
para la toma de decisiones, sino que debe acompañarse de un análisis económico 
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y técnico sobre la capacidad del Estado para brindar los recursos humanos, 
presupuestarios y materiales que fortalezcan la institucionalidad para llevar a cabo 
auditorías técnicas que sirvan como insumo para la medición del cumplimiento 

contractual. 
 

Puntualmente, en cuanto al modelo de gestión de infraestructura vial, en 
particular del CONAVI, su continuidad y respectivo ajuste demanda una decisión país  

impostergable, partiendo de una definición legal del modelo que se estime más 
adecuado, sea el actual con los ajustes que correspondan o un modelo alternativo, 
acompañado de los mecanismos de control necesarios en procura de la atención y 
desarrollo de la red vial nacional. 

 

En este sentido resulta necesario recalcar que en las recientes 

comparecencias ante la Asamblea Legislativa, la Señora Contralora General de la 
República formuló una serie de recomendaciones y sugerencias relevantes para 
fortalecer la gestión de la infraestructura vial, las cuales se retoman en el citado oficio 

DJ-1623-2021. 
 

1. Sobre el Proyecto de Ley 

 
Como punto de partida debe tenerse claridad respecto que la Administración 

Activa, sea el CONAVI, el MOPT, las Municipalidades u otras instituciones, tienen la 
responsabilidad primaria del control en la ejecución de sus proyectos, lo que implica 

cumplir cabalmente con la fase de preinversión, en la que se formulen y evalúen 
diferentes soluciones para atender una necesidad pública y se seleccione aquella 
opción que proporcione mayores beneficios, así como contar con el diseño detallado, 

para ello cuenta con los mecanismos establecidos en el ordenamiento de control 
interno, en los carteles, contratos y en la normativa aplicable. No obstante lo anterior, 
existen otros órganos con competencias de fiscalización que el ordenamiento jurídico 

ha creado, en los cuales la Administración puede apoyarse, como sería en este caso 
el LanammeUCR, para garantizar la calidad de la red vial y la eficiencia de la 
inversión pública. 

 

Para garantizar la calidad de la red vial y la eficiencia de la inversión pública, 

esta Contraloría General considera necesario que el país cuente con un laboratorio 
técnico nacional especializado con criterio independiente y objetivo, y con la 
capacidad instalada y técnica requerida, que vele, proactivamente por el 

aseguramiento de la calidad de los proyectos, pudiendo realizar ensayos durante la 
ejecución de la obra y controles receptivos en la última etapa del proceso de 
ejecución, con el objetivo de que la Administración pueda aceptar, penalizar o 

rechazar las obras concluidas, asegurando la calidad final de la obra, dichos 
controles deberán ser definidos en el pliego de condiciones y adoptados en el 
respectivo contrato. 

 
Por lo tanto, se le insta a esa Asamblea Legislativa para que se valore los 

aspectos anteriormente señalados, respecto a la modificación propuesta en el 
presente proyecto de ley, analizando si podría corresponder al LanammeUCR ser el 
Laboratorio Técnico Nacional, tomando en cuenta las funciones otorgadas mediante 

el artículo 6 de la Ley 8114 y los recursos públicos que se han destinado para ello. 
Además estaríamos fomentando un modelo preventivo que conlleve a garantizar la 
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calidad en los proyectos de infraestructura vial con la realización de ensayos y 
controles receptivos del proyecto de obra pública y no un un modelo reactivo en que 

se sancionaría el incumplimiento de los informes del LanammeUCR. 
 

Por lo tanto, si la decisión de la Asamblea Legislativa es la elección del 
LanammeUCR como el Laboratorio Técnico Nacional, es necesario valorar las 

características jurídicas del LanammeUCR y la relación que tendría éste como parte 
de la Universidad de Costa Rica sobre el Poder Ejecutivo. También resulta necesario 
plantearse la necesidad de fortalecer a los procesos internos del LanammeUCR, 

orientados a que sus productos cuenten con la evidencia técnica y jurídica requerida 
a efectos de ser considerados prueba fundamental del Estado como responsable de 
la Obra Pública, para eventuales procedimientos sancionatorios, tanto en sede 

administrativa como judicial. 
 

Aunado a lo expuesto y tomando como base la reforma propuesta y la 

normativa vigente, resulta importante agregar, que otorgarle vinculatoriedad de los 
informes del LanammeUCR no representaría un control contractual obligatorio, 
siendo que mantendría su fiscalización sólo a una parte de los proyectos, sin poder 

emitir criterios técnicos de obligada ponderación en función de la calidad, 
funcionalidad y capacidad estructural que sean usados para la aceptación, 
penalización o rechazo de la obra. 

 

Por último es necesario indicarle a esa Asamblea Legislativa, que debería ser 
el LanammeUCR quien determine el incumplimiento de sus informes bajo el 

procedimiento que se determine al respecto, puesto que en la propuesta se 
establece que son las auditorías internas o la Contraloría General quienes deben 
establecer las sanciones correspondientes. Lo anterior, en virtud de la especialidad 

técnica, equipos especializados y el recurso humano capacitado para la elaboración 
de prueba técnica con que cuenta ese Laboratorio, aspectos que tanto las auditorías 
internas y este órgano contralor no disponen. Dado lo anterior, de mantenerse la 

redacción actual del artículo es necesario que se incluya la obligación de 
LanammeUCR de brindar criterio técnico en los procesos de investigación y 
procedimientos se realicen en las Auditorías Internas y la Contraloría General.  

 

En conclusión, es importante que la normativa esté articulada y sistematizada, 

con el objetivo que el control no pierda su instrumentalidad, agregue valor, sea una 
tarea transversal y facilite controles cruzados y efectivos que permitan la trazabilidad 
de las actividades y las responsabilidades asociadas, elementos que fueron 

ampliamente desarrollados por la Señora Contralora General de la República en las 
comparecencias realizadas en esa Asamblea Legislativa los días 7 y 9 de setiembre 
de 2021. 

 
 

e) UNIVERSIDAD DE COSTA RICA 

 
Por este medio, me permito extenderle un cordial saludo, asimismo; comunicarle 
que en atención al oficio AL-C20993-007-2022, del 1.° de marzo de 2022, donde 

solicita el criterio de la Universidad de Costa Rica con respecto al texto sustitutivo 
del Proyecto de Ley denominado Reforma del artículo 6 de la Ley de simplificación 
y eficiencia tributarias, Ley N.° 8114 del 04 de julio de 2001, y sus reformas, 

Expediente N.° 22.572, me permito informarle que, luego de revisar el texto 



 

Expediente 22572                                                                                                                                   

16 

 

 

propuesto, se mantiene el siguiente acuerdo tomado por el Consejo Universitario en 
la sesión N.° 6566, artículo 5, del 15 de febrero de 2022, referente al proyecto de 

ley, expediente N.° 22.5721, el cual trató la misma temática. Dicho acuerdo fue 
remitido mediante Comunicado R-40-2022, firmado por el rector, Gustavo Gutiérrez 
Espeleta, en el cual se señaló lo siguiente: 

 

Por lo tanto, el Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE: 
 
1. De conformidad con el artículo 88 de la Constitución Política, la Comisión 

Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa le solicitó el criterio 
a la Universidad de Costa Rica sobre el texto base del proyecto de ley 

denominado Reforma del artículo 6 de la Ley N.° 8114, Ley de simplificación y 
eficiencia tributarias, y sus reformas, Expediente N.° 22.5712 (AL-CPAS-0394- 
2021, del 23 de setiembre de 2021). 

 
2. De conformidad con el artículo 88 de la Constitución Política, la Comisión 

Especial de Infraestructura de la Asamblea Legislativa le solicitó el criterio a la 

Universidad de Costa Rica sobre el texto base del proyecto de ley denominado 
Reforma del artículo 6 de la Ley de simplificación y eficiencia tributarias, Ley N.° 
8114 del 04 de julio del 2001, y sus reformas, Expediente N.° 22.5723  

 

3. El 2 de setiembre de 2021, el diputado Harllan Hoepelman Páez presentó el 
proyecto de ley titulado Adición de un párrafo final al artículo 6 de la Ley de 
simplificación y eficiencia tributaria, Ley N.° 8114 del 09 de julio del 2001 y sus 

reformas, para garantizar la calidad de la Red Vial Nacional, Expediente N.° 
22.674, el cual se encuentra asignado para su respectivo análisis en la Comisión 
Ordinaria de Asuntos Hacendarios de la Asamblea Legislativa4. 

 
4. Los proyectos de ley tramitados con los expedientes legislativos N.os 22.571, 

22.572 y 22.674 buscan reformar el artículo 6 de la Ley N.° 8114, con el objeto 

de que los informes técnicos que emita el Laboratorio Nacional de Materiales y 
Modelos Estructurales (LanammeUCR) tengan un carácter vinculante. Por su 
parte, en las iniciativas de ley N.os 22.571 y 22.572, se plantea que el 

LanammeUCR, además de la red vial nacional, fiscalice también la red vial 
cantonal. 

 
5. Se recibieron los comentarios y observaciones sobre el proyecto de ley por parte 

de la Oficina Jurídica, la Oficina de Contraloría Universitaria, el Laboratorio 
Nacional de Materiales y Modelos Estructurales y del Dr. Guillermo Santana 

Barboza (Dictamen OJ-931-2021, del 7 de octubre de 2021; OCU-R- 202-A-
2021, del 7 de octubre de 2021; EIC-Lanamme-882-2021, del 8 de octubre de 
2021, y CU-1765-2021, del 14 de octubre de 2021)5. 

 
6. Del análisis realizado se presenta a continuación una síntesis de las 

observaciones y recomendaciones: 

 
a) El LanammeUCR se encuentra facultado para brindar servicios en su área a 

entes privados o instituciones públicas, nacionales o extranjeras que así lo 

requieran. 
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En los proyectos de ley N.os 22.571 y 22.572 se añade “y cantonal” en 
“calidad de la red nacional”; esta propuesta implicaría un aumento con 

respecto a la 

 
 

 
 

LanammeUCR, sin que exista una modificación con respecto a los ingresos 

que se obtienen para la realización de estas funciones. 
 

b) Las tareas dadas al LanammeUCR en el artículo 6 de la Ley de simplificación 

y eficiencia tributarias deben quedar cubiertas con los recursos financieros 
provenientes de la citada ley, lo cual no queda claro con la propuesta de 
redacción de los proyectos de ley tramitados en los expedientes legislativos 

N.os 22.571, 22.572 y 22.674. 

 
c) Es necesario reforzar la necesidad de que los informes emitidos por el 

LanammeUCR sean efectivamente considerados por las autoridades a las 
cuales se dirige o que al menos exista una debida motivación para su 
desaplicación, según lo que establece la Ley general de la Administración 

Pública en los artículos 16 y 1366. 

 
d) Es favorable cualquier iniciativa que promueva el acatamiento de las 

recomendaciones técnicas que brinda el LanammeUCR en los proyectos 
viales; sin embargo, para cumplir con las tareas que se proponen, se 
requeriría de una reestructuración factible solo bajo el escenario de que el 

LanammeUCR reciba un porcentaje mayor al 1% del impuesto al 
combustible, el cual debe ser determinado según el análisis y estudios que 
sean pertinentes. 

 
7. El LanammeUCR, desde su fundación en 1952, ha sido un laboratorio de ámbito 

nacional especializado en la investigación aplicada, la docencia y la 

transferencia tecnológica en el campo de la protección de infraestructura civil, 
vial y fines vitales, adscrito a la Escuela de Ingeniería Civil de la Universidad de 
Costa Rica. 

 
 

8. El LanammeUCR tiene por objetivo principal la creación de conocimiento 
especializado y su transferencia, así como la prestación de servicios a la 

empresa privada, las instituciones autónomas, las instituciones académicas, los 
centros especializados y los gobiernos locales con procesos tecnológicos 
modernos y seguros que fortalezcan los procesos productivos y la 

competitividad en el campo de la ingeniería de infraestructura de transportes, 
sísmica, estructural, de materiales y geotécnica7. 

 

9. El LanammeUCR cuenta con la experiencia y el conocimiento para desarrollar 
las tareas que se proponen en las iniciativas de ley 22.571, 22,572 y 22.674; no 
obstante, para asumir estas nuevas tareas se requiere de un financiamiento 

permanente y constante que garantice al LanammeUCR la inversión de capital 
y la contratación del recurso humano necesario que viabilice estas nuevas 
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funciones. Además, se recomienda que estos recursos estén exentos de la 
aplicación de la regla fiscal. 

 
10. Las recomendaciones e informes que emite el LanammeUCR tienen ciertas 

similitudes a la magistratura de influencia que es propia de la Defensoría de 

los Habitantes. La magistratura de influencia implica que si bien las 
recomendaciones no tienen un carácter vinculante, su fuerza radica en el peso 
institucional del organismo del que emanan, su autoridad es moral. El 

cumplimiento de las recomendaciones depende de la persuasión; debe 
convencer a partir de su prestigio o de la calidad técnica y legal de sus 
informes. Las recomendaciones e informes deben revelar un cuidadoso 

estudio de las situaciones que se plantean, su análisis correcto y profundo del 
ordenamiento jurídico y de los principios morales que lo integran, de tal forma 
que las recomendaciones sean viables, aceptables y aplicadas; recibiendo el 

apoyo de la opinión pública y de la Administración Pública en general. 

 
ACUERDA 

 
1. Comunicar a la Asamblea Legislativa, por medio de la Comisión Permanente 

de Asuntos Sociales, que la Universidad de Costa Rica recomienda aprobar 
el Proyecto: Reforma del artículo 6 de la Ley N.° 8114, Ley de simplificación 

y eficiencia tributarias, y sus reformas, Expediente N.° 22.571, siempre y 
cuando se incorporen de forma explícita la asignación de nuevos recursos 
para que el LanammeUCR pueda cumplir a cabalidad con las tareas 

propuestas, los cuales deberán ser definidos a partir un estudio 

 
 

f) LANAMME 
 
 

 
El LANAMME Indicó que de acuerdo con los procedimientos vigentes en la 
Universidad de Costa Rica y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 88 de 

nuestra Carta Magna, y en atención a la Circular CU-6-2020 emitida por el Consejo 
Universitario y publicada en la Gaceta Universitaria 44-2020 de fecha 01 de junio 
2020, los proyectos de ley en consulta a esta Institución deben ser canalizados ante 

la Rectoría para que a su vez sean elevados en conocimiento al Consejo 
Universitario, donde se designa una Comisión Institucional para conocer los alcances 
del proyecto de ley en cuestión para la emisión del respectivo criterio institucional. 

 

 
Al respecto de la solicitud de criterio sobre la Moción de texto sustitutivo del 

proyecto enviado, le informo que una vez recibido por el Consejo Universitario, lo 
trasladará a este laboratorio, solicitando del criterio técnico de nuestra parte, 
mientras eso sucede, con el objetivo de agilizar el proceso, estaremos analizando el 

contenido de la Moción para responder según corresponda al Consejo Universitario, 
mismo que a su vez la elevará a la Rectoría, siendo ésta la instancia competente 
para emitir la respuesta formal que se dirigirá a la Asamblea Legislativa. 

. 
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g) MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ 

 
Laa Municipalidad de San José remitió a la Comisión el siguiente acuerdo: 
 

Para su conocimiento y fines consiguientes, me permito transcribir el Acuerdo 19, 
Articulo IV, de la Sesión Ordinaria N°. 078, celebrada por la Corporación Municipal 
del Cantón Central de San José, el 02 noviembre del año dos mil veintiuno, que a la 

letra dice: 

Por Nueve votos para la dispensa, fondo y aprobación definitiva, se aprueba el 
Dictamen 085-CAJ-2021 de la Comisión de Asuntos Jurídicos. Votan en contra los 
Ediles Bonilla Cortés, Miranda Méndez. Se acuerda: 

 

“Apruébese y tómese acuerdo en referencia a dictamen 085-CAJ-2021 de la 

COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS suscrito por los miembros: MARÍN GÓMEZ, 
BARRANTES VILLARREAL, MONGE CABEZAS, ACEVEDO ACEVEDO, ZAMORA 
CORDERO, BONILLA CORTÉS, que dice: 

 
ASUNTO: Expediente: 30.212-2020-2024: Asamblea Legislativa. Expediente 
No.22.572 “Reforma del Artículo 6 de la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributarias, 

Ley N.º 8114 del 04 de julio del 2001, y sus reformas”. 
 

RESULTANDO 

 

PRIMERO: Que se recibe en consulta por parte de la Asamblea. Expediente No. 
22.572 “Reforma del Artículo 6 de la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributarias, Ley 
N.º 8114 del 04 de julio del 2001, y sus reformas”. 

 

SEGUNDO: Que es competencia del Concejo Municipal, manifestar su criterio sobre 
los Proyectos de Ley, de conformidad con el inciso i), del artículo 13 del Código 
Municipal: "…Evacuar las consultas legislativas sobre proyectos en trámite", por lo 

que se procede a manifestar dicho criterio. 
 
TERCERO: Que por oficio DSM-SCA-410-2021, con fecha de 27 de setiembre del 

2021, se traslada el expediente a la administración para la emisión del criterio 
correspondiente, siendo el mismo recibido en la Secretaría Municipal el día 11 de 

octubre del 2021. 

 

CONSIDERAND
O 

 

PRIMERO: Desde el punto de vista legal corresponde observar lo indicado por la 

Dirección de Asuntos Jurídicos de la Municipalidad de San José, en oficio DAJ-3493- 
2021, con fecha de 06 de Octubre del 2021, suscrito por el Licenciado Juan Manuel 
Ramirez Cerdas, el cual por su importancia se transcribe en lo que interesa: 

 
“CONSIDERANDO: 

 

I. ANTECEDENTES 
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ÚNICO: Analizado el asunto de marras, al tenor del orden jurídico, respetuosamente 
y siguiendo instrucciones del Director, vertimos criterio, en los siguientes términos, a 

continuación, el detalle: 
 

1) Esta tipología de asuntos, son de competencia del Concejo Municipal, de 
conformidad al inciso j), del artículo 13 del Código Municipal ("…Evacuar las 

consultas legislativas sobre proyectos en trámite"), por lo que debe 
rencausarse y continuarse expeditamente el procedimiento y tramitarse 
directamente el caso ante el Concejo Municipal conforme a Derecho. 

 

2) Por lo que, emitidos el o los criterios conducentes, se da traslada el expediente 
administrativo al Órgano Colegiado para su conocimiento, aprobación y 

trámite inmediato correspondiente. 
 

II. EN CUANTO A LOS CRITERIOS TÉCNICOS: 

 
a. (Dirección Financiera): El Director Financiero, emitió criterio a través de mensaje 

de correo electrónico, donde señaló, que: 

 
“Analizado el contenido del expediente remitido, considera este despacho que 
esto no es resorte de esta Dirección…”. 

 
b. (Gerencia de Provisión de Servicios): El Gerente de Provisión de Servicios, 

mediante oficio N° GPS- 0618-2021, del día 30 de setiembre del 2021, emitió 

criterio, donde señaló, que: 

 
“En atención a sus oficios DAJ-3450-2021 y DAJ-3451-2021 por medio de los que 
solicita criterio de los textos de los Proyectos de Ley, que se tramitan bajo 
expediente 22.571 y 22.572, referentes a la reforma del artículo 6 de la Ley 8114, 

esta Gerencia no tendría observaciones que realizar 
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c. (Proceso de Cooperación Internacional e Interinstitucional y Responsabilidad 

Social): La Encargada del Proceso, mediante oficio N°ALCALDIA-CIIRS-57-
2021, del 1 de octubre de 2021, emitió criterio, donde señaló, que: 

 

“Le indico que de conformidad con lo establecido por el Código Municipal en el 
artículo 4 inciso f), las Municipalidades tienen la facultad para celebrar 
convenios con personas o entidades nacionales o extranjeras. Asimismo, le 

indico que únicamente la dependencia técnica puede emitir criterio sobre la 
funcionalidad o beneficio del artículo citado”. 

 

d. (Sección de Construcción de Vías y Maquinaria): El Jefe de la Sección 
Construcción de Vías y Maquinaria, mediante oficio N° SCVM-504-2021, del 
día 4 de octubre del 2021, emitió criterio, donde señaló, que: 

 
“Le comunico lo siguiente según criterio técnico en relación con los proyectos 

de ley mencionados. 
 

Respecto a las auditorías de Lanamme o auditorías internas realizadas 
anteriormente, se podrá constatar que la Unidad Técnica Gestión Vial Municipal 

y Construcción de Vías y Maquinaria, sigue las recomendaciones al pie de la 
ley y se actúa en todo momento con la legalidad pertinente, es decir, no se 
hace caso omiso a las recomendaciones brindadas por los órganos auditores, 

al contrario, se ejecutan con el fin de mejorar. 
 

Esta Sección cuenta con una empresa subcontratada para la verificación de 

calidad al material asfáltico colocado que se contempla en el contrato actual, 
realizando inspecciones solicitadas, para medir con frecuencia el material 
asfáltico y de esta forma asegurar que se cuenta con los mejores estándares 

de calidad tomando en cuenta la vida útil de cada pavimento. 
 

Aunado a lo anterior, el supervisor de cuadrilla y la jefatura correspondiente 

realiza inspecciones en sitio periódicamente, sin omitir que esta Sección 
completó un formulario el cual contiene las necesidades en temas de formación, 
auditorias técnicas, valoraciones de la Red Vial Cantonal, entre otras 

capacitaciones necesarias para lograr una adecuada supervisión a las obras 
ejecutadas y el adecuado manejo de los recursos. 

 

Además, estamos en entera disposición de brindar cualquier documentación 

necesaria para que Lanname en el momento que desee realizar algún tipo de 
investigación, disponga de la misma. 



 

 

5. CONSIDERACIONES DE FONDO:    

Tal y como se indica en la Exposición de Motivos del proyecto de ley en discusión, 

las “ recientes denuncias relacionadas con el denominado caso “La Cochinilla”, han 
dejado en evidencia, entre otras situaciones de mucha gravedad, la existencia de 
fallas, incongruencias y omisiones administrativas en la gestión de los proyectos de 

infraestructura vial, lo cual repercute directamente en la calidad de las obras e incide 

en los costos finales que debe sufragar el Estado costarricense. 

 
Una de esas lagunas u omisiones lo constituye, la total ausencia de obligatoriedad 
por parte de la Administración (MOPT, CONAVI, MUNICIPALIDADES) a la hora de 

cumplir los informes o auditorías técnicas que realiza el Laboratorio Nacional de 
Materiales y Modelos Estructurales de la Universidad de Costa Rica (LANAMME). 
 

Es inaudito observar cómo el LANAMME, en su condición de órgano técnico 
especializado de la UCR, realiza regular y normalmente, estudios o auditorías sobre 
las obras viales del gobierno y no existe obligación alguna del CONAVI, por ejemplo, 

de cumplir con la resolución del Laboratorio, y en no pocas ocasiones se archivan 
sin consecuencia alguna. 
 

Este es un grave problema para una correcta evaluación y fiscalización de los 
proyectos de infraestructura vial.  Es además, un contrasentido que el criterio 
profesional, técnico y especializado del LANAMME carezca de fuerza alguna, para 

ser impuesto a la administración activa. 
 
Hace varios años, este mismo tema se discutió en la Asamblea Legislativa, en un 

proyecto de ley tramitado en el expediente 17 735, que fue aprobado en primer 
debate, pero por una cuestión de procedimiento, la Sala Constitucional lo declaró 
inconstitucional. 

 
En la exposición de motivos de dicho expediente se dispuso: 
 

“El Laboratorio Nacional de Materiales y Modelos Estructurales, es una unidad 
académica de investigación adscrita a la Escuela de Ingeniería Civil de la 
Universidad de Costa Rica.  Este Laboratorio fue fundado en los años cincuenta y 

se especializa en la investigación de la infraestructura civil, vial y líneas vitales.  
 Lanamme, tiene como marco legal la Ley N.º 7099, Ratificación del contrato de 
préstamo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Banco 

Interamericano de Desarrollo para un programa de ciencia y tecnología, la Ley N.º 
8114, Ley de simplificación y eficiencia tributaria, el convenio entre el Consejo 
Nacional para Investigaciones Científicas y Tecnológicas y la Universidad de Costa 

Rica para el establecimiento del Laboratorio de Materiales y Modelos Estructurales 
del Programa de Ciencia y Tecnología Conicit-BID. 
 

Como marco legal, es necesario reiterar que la Ley N.º 8114 y su reforma, le otorga 
a la Universidad de Costa Rica, por medio del Laboratorio Nacional de Materiales y 



 

 

Modelos Estructurales (Lanamme), la competencia fiscalizadora de la red vial 
nacional.  De esta manera, a través de un ente externo de control, en este caso la 
UCR que forma parte de la Administración Pública, el legislador determinó 

garantizarle al país la calidad de la red vial y con ello la máxima eficiencia de los 
fondos públicos que se invierten en la construcción y conservación de esta red. 
 

En esa misma línea, la Procuraduría General de la República en oficio C-087-2002, 
de fecha 04 de abril del año 2002, en lo conducente señaló: 
 

"...la fiscalización que realiza la Universidad de Costa Rica a través del Laboratorio 
es una fiscalización externa, que trasciende los contratos de mérito y, por ende, 
obras específicas, para abarcar la totalidad de la red nacional pavimentada (por 

ende, proyectos ya finiquitados) y que incluso podría considerarse "superior", en el 
sentido en que debe fiscalizar también los laboratorios que realizan análisis de 
calidad, auditar proyectos en ejecución, entre otros aspectos, evaluar la capacidad 

estructural y determinar los problemas de vulnerabilidad y riesgos de esa red, lo 
cual implica una fiscalización a quienes podrían estar fiscalizando proyectos 
concretos". 

 
Queda claro que las funciones de fiscalización que realiza el Lanamme, provienen 
de potestades otorgadas por leyes especiales y es una labor de auditoría técnica 

externa propia de un ente público estatal, con mayor fundamento por ser la 
Universidad de Costa Rica un ente autónomo por excelencia según el precepto 
constitucional que le otorga ese rango, y por ello el Lanamme juega un papel 

relevante en el fortalecimiento de la rendición de cuentas que debe imperar en la 
Administración Pública, con plenas facultades de realizar sus actividades con 
independencia funcional y de criterio, bajo principios de objetividad. 

 
Mediante la Ley N.º 8114, Ley de simplificación y eficiencia tributarias, se le asignó 
recursos para garantizar la "máxima eficiencia de la inversión pública de 

reconstrucción y conservación óptima de la red vial costarricense".  Recursos que 
de conformidad con lo que señala la norma en su artículo 5, el producto anual de 
los ingresos provenientes de la recaudación del impuesto único sobre los 

combustibles, se destinará un 29% al Consejo Nacional de Viabilidad (Conavi) y un 
1% a la Universidad de Costa Rica.  Este 1% deberá ser girado directamente por la 
Tesorería Nacional a la UCR, que la administrara bajo la modalidad presupuestaria 

de fondos restringidos vigente en esa entidad universitaria, mediante su Laboratorio 
Nacional de Materiales y Modelos Estructurales, el cual velará porque estos 
recursos se apliquen para garantizar la calidad de la red vial costarricense, de 

conformidad con las funciones que se detallan en el artículo 6 de la Ley N.º 8114. 
 
Para el cumplimiento de sus tareas, el Lanamme ejecutó ¢2.032 millones para el 

año 2008 y ¢3.667 millones para el año 2009. 
Mediante la Ley N.º 8603, Ley de modificación de la ley de simplificación y eficiencia 
tributarias para asegurar el giro oportuno de los recursos aprobados en las leyes de 

presupuestos de la República destinados a garantizar la máxima eficiencia de la 
inversión pública en reconstrucción y conservación óptima de la red vial 



 

 

costarricense, el legislador estableció en el artículo 6 las labores que a su juicio 
debía realizar el Lanamme con el propósito de cumplir con el objetivo específico al 
que estaban destinados los recursos, sea garantizar la calidad de la red vial y que 

los recursos públicos se inviertan en dicha red de la forma más eficiente posible.  
 
Asignándole al Laboratorio las siguientes tareas: 

 
a) Programas de formación y acreditación para técnicos de laboratorio. 
 

b) Auditorías técnicas de proyectos en ejecución. 
 
c) Evaluación bienal de toda la red nacional pavimentada. 

 
d) Evaluación anual de las carreteras y puentes en concesión. 
 

e) Actualización del manual de especificaciones y publicación de una nueva 
edición (revisada y actualizada) cada diez años. 
 

f) Auditorías técnicas a los laboratorios que trabajan para el sector vial. 
 
g) Asesoramiento técnico al jerarca superior de la Dirección de Vialidad del 

MOPT, así como al ministro y viceministro del sector. 
 
h) Ejecución y auspicio de programas de cursos de actualización y actividades 

de transferencia de tecnología dirigidas a ingenieros e inspectores. 
 
i) Programas de investigación sobre los problemas de la infraestructura vial 

pavimentada del país. 
 
j) Con la finalidad de garantizar la calidad de la red vial cantonal y en lo que 

razonablemente sea aplicable, las municipalidades y la Universidad de Costa Rica, 
por intermedio del Lanamme, podrán celebrar convenios que les permitan realizar, 
en la circunscripción territorial municipal, tareas equivalentes a las establecidas en 

los incisos anteriores. 
 
Como se puede observar las labores que le fueron asignadas al Laboratorio son de 

la más diversa y amplia gama, cubriendo desde aspectos académicos con (sic) los 
referidos a capacitación e investigación hasta otros más operativos como la 
elaboración de manuales, la asesoría y la realización de auditorías.  Funciones que, 

si bien el legislador enunció en forma específica, no llegó a desarrollar sus alcances, 
tipo y naturaleza en forma alguna. 
 

Con base a lo anterior la Contraloría General de la República, en su informe                
N.º DFOE-OP-IF-7-2010, de 30 de abril de 2010 a señalado (sic):  "Resulta 
sumamente difícil para el Laboratorio maximizar el impacto de sus funciones en las 

inversiones públicas en carreteras, si estas no son coordinadas con el ministro 
rector del sector de infraestructura y transportes, dentro de todo el engranaje de 



 

 

este sector, donde tanto el Lanamme UCR como las otras entidades del sector 
tengan claro su rol respecto del ejercicio de las funciones de Lanamme UCR, sus 
potencialidades, la factibilidad de hacer uso de esas potencialidades y, quizá lo más 

importante la vinculación o no de atender los resultados de sus investigaciones, 
evaluaciones bienales y de las auditorías técnicas.  Esta falta de coordinación 
también se da con respecto a las municipalidades”. 

 
De los criterios vertidos por LANAMME, la Universidad de Costa Rica y la 
Constraloría General de la República, se desprende la necesidad de que los criterios 

técnicos que emita el LANAMME en el ejercicio de sus funciones sean de 
acatamiento obligatorio para las instituciones que fiscaliza. Esta situación favorece 
una sana administración y un adecuado aprovechamiento de los recursos públicos, 

dado que el LANAMME dedica muchos recursos humanos y financieros, para 
atender las auditorías para la construcción y mantenimiento de la red vial nacional 
 

Asimismo es importante ampliar el ámbito de acción para que las disposiciones del 
LANAMME, no se apliquen sólo a los proyectos que involucran la red vial nacional 
sino que también  se pueda incidir directamente la red vial existente en cada uno de 

los cantones del país. 
 
Así las cosas, dictaminamos de manera afirmativa y unánime el proyecto de ley 

contenido en el expediente 22.572 y recomendamos al Plenario Legislativo su 
aprobación para que se convierta en Ley de la República. 
 

  



 

 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

REFORMA DEL ARTÍCULO 6 DE LA LEY DE SIMPLIFICACIÓN 
Y EFICIENCIA TRIBUTARIAS, LEY N.0 8114 DEL 04 DE JULIO DEL 

2001, Y SUS REFORMAS.  EXPEDIENTE 22.572 
 
ARTÍCULO ÚNICO- Se reforma el artículo 6 de la Ley de Simplificación y 

Eficiencia Tributarias, Ley No. 8114 y sus reformas, cuyo texto dirá: 

Artículo 6- Fiscalización, control, capacitación, asesoría para garantizar la 

calidad y eficiencia de la red vial nacional y cantonal. 

Para lograr la calidad y eficiencia de la inversión pública en materia vial, la 
Universidad de Costa Rica podrá celebrar convenios con el Ministerio de 

Obras de Públicas y Transportes y con las corporaciones municipales a fin 
de realizar, por intermedio de su Laboratorio Nacional de Materiales y 

Modelos Estructurales, las siguientes tareas: 

a) Programas de formación y acreditación para técnicos de laboratorio. 
b) Auditorías técnicas de proyectos en ejecución. 
c) Evaluación bienal de toda la red vial nacional y la red vial cantonal 
pavimentada. 
d) Evaluación anual de las carreteras y puentes en concesión u otro 
modelo de contratación público privada. 
e) Actualización del manual de especificaciones y publicación de una 
nueva edición (revisada y actualizada) cada diez años. 
f) Auditorías técnicas a los laboratorios que trabajan para el sector vial. 
g) Asesoramiento técnico al jerarca superior de la Dirección de Vialidad 
del MOPT, así como al ministro y viceministro del sector. 
h) Ejecución y auspicio de programas de cursos de actualización y 
actividades de transferencia de tecnología dirigidas a ingenieros e 
inspectores. 
i) Programas de investigación sobre los problemas de la infraestructura 
vial pavimentada del país. 
 

Para el cumplimento de las tareas consignadas en este artículo, la 
Universidad de Costa Rica podrá celebrar convenios con los entes 
mencionados anteriormente, o con las demás entidades públicas 

relacionadas con la gestión de la red vial nacional y cantonal, las 
carreteras y los puentes en concesión. Asimismo, la Administración 
deberá brindar, en el plazo de ley, toda la información y documentación 

que le sea solicitada por parte del Lanamme, para que este realice las 
tareas que le fueron encomendadas. 
 

El Lanamme informará al Ministerio de Obras Públicas y Transportes o a 
las corporaciones municipales, según sea el caso, así como a las demás 
entidades públicas relacionadas con la gestión de la red vial nacional y 

cantonal, el resultado final de las evaluaciones bienales, evaluaciones a 



 

 

proyectos de obra nueva y de las auditorías técnicas realizadas a 
proyectos en ejecución y de las evaluaciones efectuadas en las carreteras 
y los puentes desarrollados bajo la modalidad de concesión de obra 

pública u otro modelo de contratación público privada. Asimismo, 
informará para lo que en derecho corresponda, a la Asamblea Legislativa, 
a la Contraloría General de la República y a la Defensoría de los 

Habitantes. 
 
En la ejecución de obras, los entes y órganos relacionados con la gestión 

de la red vial nacional y cantonal, deberán acatar los criterios emitidos por 
el Lanamme a partir de las evaluaciones y las auditorías técnicas 
indicadas en el párrafo anterior. En caso de incumplimiento, el Lanamme 

presentará denuncia ante las auditorías internas de los entes y órganos 
aquí referidos y a la Contraloría General de la República para que se 
determine la responsabilidad de las personas funcionarias involucradas. 

 
 
Rige a partir de su publicación. 

 
 

  



 

 

DADO EN LA SALA DE SESIONES DE LA COMISIÓN ESPECIAL, SAN JOSÉ, A 

LOS DIECINUEVE   DÍAS DEL MES DE ABRIL DE DOS MIL VEINTIDOS.   

 

 

 

Paola Valladares Rosado                                                  Carmen Chan Mora 

 

 

Walter Muñoz Céspedes                                            Luis Fernando Chacón Monge 

 

 

 

María Vita Monge Granados                                     Dragos Dolanescu Valenciano 

 

 

 

Luis Carranza Cascante                                                   David Gourzong Cerdas 

 

 

 

Marulin Azofeifa Trejos 
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